Presentación del Episcopado al Congreso
con motivo del proyecto de ley sobre el divorcio
Buenos Aires, Julio 4 de 1902.
A la Honorable Cámara de Diputados de la Nación
El Arzobispo y Obispos de la República Argentina tiene el honor de presentar a vuestra honorabilidad esta atenta y respetuosa exposición, con motivo del proyecto de ley sobre divorcio que pende de vuestra deliberación.
En la persona de los Apóstoles les fueron dichas por Nuestro Señor Jesucristo, a aquellos que en la sucesión de los siglos habían de ser los encargados del ministerio de las almas y del gobierno de las iglesias, estas palabras: Id pues a todas las Naciones, bautizándolos (a los hombres) en el nombre del Padre del Hijo y del Espíritu Santo, enseñándoles a guardar todo aquello que yo os he mandado. (Evang. S. Math. Cap. XXVIII v. 19 y 20).
Y entre las cosas que Cristo Nuestro Señor personalmente enseño y declaró ser ley desde el principio establecida, y por Él mismo restaurada, hállase aquella otra palabra que dice: «Por tanto, dejará el hombre a su padre y a su madre y unirse há con su mujer y serán dos en una sola carne. Así que ya no son dos, sino una sola carne. Lo que Dios pues ha unido, no lo desuna el hombre.». (Evang. S. Math. Cap . XIX. V. 5 y 6).
Pareceríamos, pues, infieles custodios de la ley cristiana y negligentes maestros de una doctrina tan claramente promulgada, si en esta circunstancia de haber sido presentado a la Honorable Cámara de Diputados un proyecto de ley que declara soluble el vínculo del matrimonio, no llegáramos también a la honorable representación nacional, nosotros los Obispos de la República Argentina, para representar que dicho proyecto de ley, directamente contrario a la doctrina y al precepto del Evangelio y a la tradición veinte veces secular de la Iglesia Católica, no puede ser votado favorablemente sin graves reatos de conciencia por aquellos legisladores que todavía se profesan católicos, ni puede ser aceptable aún para aquellos otros, cualquiera sea su fe, que aspiren a no hacer violencia en las leyes, a las costumbres públicas y a la estructura religiosa, social y política del pueblo argentino para el cual legislan.
Cuando el Santísimo Redentor elevó el contrato matrimonial a la dignidad de Sacramento, y prohibiendo el repudio, puso el vínculo del matrimonio bajo la protección de un precepto emanado directamente de Sí mismo; hay que deducir que no tan sólo quiso comunicar a los esposos aquellas gracias espirituales que les son necesarias para cumplir las exigencias de su estado de familia, sino que propuso, muy especialmente, substraer a las oscilaciones de la voluntad, siempre mudable en los legisladores humanos, aquello que es la base de la familia, es decir la unidad y la indisolubilidad del matrimonio.
Por esta razón, la Iglesia Católica ha profesado y enseñado siempre no sólo que los príncipes y magistrados civiles carecen de facultad para estatuir leyes que permiten la disolución del vínculo matrimonial a los esposos cristianos, sino que tal facultad no la tiene ni la Iglesia misma, por ser personal, perpetuo y absoluto el precepto de su divino fundador: «Lo que Dios ha unido, no lo desuna el hombre».
Ha resistido la Iglesia hasta la persecución por los decretos del Papa Nicolás I contra Lotario; de Urbano II y Pascual II contra Felipe I rey de Francia; de Celestino III e Inocencio III contra Felipe II de la misma Nación; ha consentido hasta que se produjesen el cisma y la herejía en Inglaterra y Escocia por los decretos de los Papas Clemente VII y Pablo III contra Enrique VIII de Inglaterra; y en tiempos más recientes, Pío VII, prisionero de Napoleón, toleró en su propia persona los ultrajes de aquel soldado de fortuna, enorgullecido con ella, por no acceder a sus pretensiones de divorcio.
A despecho de cualquier ley civil en contrario, La Iglesia tendría que seguir enseñando a las gentes de todo el país y de toda lengua el inmutable precepto de Jesucristo: No desuna el hombre aquello que Dios ha unido; y los actuales Obispos argentinos y sus sucesores, se hallarían en el penoso deber, si tal desgracia sobreviniese, de establecer un conflicto radical e irreductible entre la legislación civil de su propia Patria y la dirección espiritual de los católicos, que son la inmensa mayoría de los nativos y de los mismos extranjeros que se vinculan a nuestro suelo por su trabajo y afecciones.
El gobierno inglés, de cuya cordura y altos ideales se hacen entre nosotros tantos elogios, huye de provocar semejantes conflictos en las colonias católicas como Malta y Bajo Canadá, no altera la legislación canónica de la Iglesia Católica acerca del matrimonio, ni ha impuesto el matrimonio civil, ni ha legislado en ellas el divorcio, no obstante que ese gobierno es protestante y mantiene una ú otra de aquellas instituciones civiles o ambas, en el territorio de la Metrópoli y en los de otras colonias.
Los católicos argentinos, estirpe patricia en su país, ciudadanos por su derecho y mayoría por su número, parece, Honorable Cámara de Diputados, que confiadamente puedan esperar de los legisladores de su Nación, cualquiera sea la falta de fe religiosa en algunos de éstos, un mínimo de tolerancia, de consideración y de respeto a sus creencias, tradiciones y costumbres públicas, que no resulta inferior al que en todas cosas concede a sus colonos católicos de Malta y Bajo Canadá el gobierno, aunque protestante, sensato y previsor y patriótico de la libre Inglaterra.
No ha faltado en nuestra querida Nación quien a semejanza de los estadistas británicos haya traído a la obra la legislación civil y a los consejos de gobierno una ciencia eminente y con ella ese profundo sentido práctico que, a falta de mejor norma, es tan seguro guía para la conducta de los hombres públicos. Al tratar de la Institución del matrimonio, nuestro ilustre codificador el Dr. Vélez Sársfield, cuya figuración parece engrandecerse a medida que se aleja en alas del tiempo, no sólo mantuvo inalterable la legislación canónica sino que cuidó de aleccionar a los irreflexivos e intemperantes diciéndoles en las anotaciones al código que una ley matrimonial civil a la francesa desconocería entre los argentinos, la misión de las leyes «que es sostener y acrecentar el poder de las costumbres y no enervarlas y corromperlas».
Desoído ya una vez aquel sabio y patriótico consejo, al dictarse una ley de matrimonio civil, el intento de una ley de divorcio que ahora se produce no es sino la persistencia en un error, la agravación insistente de un profundo mal social y el descenso rápido por el plano inclinado de la desmoralización pública y principalmente de las clases populares y de menor instrucción moral.
Ya Su Santidad el Papa León XIII en su Encíclica «Arcanum divinae sapientae» del 10 de febrero de 1880, que versa precisamente acerca del «matrimonio cristiano», decía ser ley divinamente establecida desde el principio, que todas aquellas instituciones que emanan de Dios y de la naturaleza sean tanto más útiles y saludables cuanto más inmutables permanezcan en la integridad de su primitivo estado ; pues Dios mismo creador de todas las cosas, ha tenido que saber cuál fuese lo que más conviniere al estado y conservación de cada una; más cuando la temeridad o la malicia humana osan turbar y mudar aquel orden admirable de la Providencia, luego al punto las instituciones más sabias y útilmente establecidas empiezan a ser nocivas o al menos cesan de ser útiles, ya sea porque los mismos cambios que han padecido los hayan hecho perder su eficacia para el bien, ya sea porque Dios mismo prefiera castigar de ese modo el orgullo y la audacia de los mortales.
Si pues los grandes y magníficos frutos que el matrimonio producía, mientras conservaba la preclara dote de santidad y que les fue presentado a los contrayentes como el acto más trascendental de su vida presente y futura, para cuya celebración les era más indispensable adornar sus espíritus con la gracia de Dios y la pureza del alma que alhajar con esmero el recinto del nuevo hogar; si los frutos del Espíritu Santo, repetimos, se notan en disminución ahora que el derecho natural y divino ha sido substituido por el derecho humano y la santidad del Sacramento resulta pospuesta a un mero ritualismo civil, créannos los señores diputados, que no será sensato esperar que en lo futuro recobre sus prestigios el matrimonio y le sea restituida su eficacia para el bien, por medio de una nueva ley contra la unidad y la perpetuidad, que constituyen con la santidad, las tres dotes características y las tres nobles preeminencias del matrimonio cristiano.
No se detendrán los Obispos en la demostración de que el divorcio, del cual confiesan sus mismos partidarios que es un mal, y pretenden aspirar a que sea un remedio excepcional, no importa un progreso sino un retroceso de muchos siglos en la moralización de las sociedades humanas; y que el ejemplo de Roma decadente y el espectáculo de los mismos pueblos modernos en que ha sido adoptado convencen, según otra observación de Su Santidad León XIII, de que: «el divorcio, que es consecuencia de costumbres depravadas, abre el camino a una depravación todavía mayor y extremadamente nociva a las familias y a los pueblos».
Pero sí llamarán la atención de los señores diputados a los peligros especiales que en un país de inmigración como el nuestro, ha de representar el divorcio para la mujer indígena, expuesta muchísimo más que las de aquellas naciones donde la población es sedentaria, a ser frecuente víctima del ultraje y del abandono. Los Obispos temen que, bajo el imperio de una ley de divorcio en la República Argentina, uno de los medios más rápidos y seguros de «hacer la América» pueda resultar en lo futuro el casamiento, la dilapidación real, o simulada del patrimonio de la esposa, y el abandono de ésta regularizado todo ello por las actas respectivas perfectamente ritualizadas ante magistrados civiles.
Por último, Honorable Cámara, si cualquier reforma en la constitución política del país ha sido puesta por la Constitución misma bajo la garantía de una doble sanción, primeramente por el Congreso con el voto de las dos tercera partes de sus miembros, y luego de una convención convocada para ese solo efecto, ¿cuánto más grave no resulta la innovación del divorcio, que es de índole esencialmente religiosa y social, que afecta a la familia, base de todo el orden social mismo, para que pueda ser ligeramente emprendida y resuelta por cualquiera simple mayoría ocasional, accidental, mudable, movida por compromisos políticos, o acaso por resentimientos propios, por intereses particulares, por opiniones puramente personales, un poco por la moda, o por el simple instinto de imitación de usos exóticos, sin la preparación madura y reflexiva que se emplea en asunto de menor entidad mediante la consulta a la magistratura, a los jurisconsultos, a los especialistas, o técnicos, a los resultados de la experiencia propia acusados por las estadísticas y a todos los medios por fin, que pudiendo servir para formarse una opinión consciente y atinada, sirven a la vez para prestigiar la reforma ante la consideración de la población?
Llegando al fondo mismo de las cosas, puede hasta negarse la constitucionalidad de una ley de divorcio preparada de esa manera; puesto que importando ella la abjuración oficial de un dogma de la Iglesia Católica y la total subversión de la constitución de la familia según el precepto de Jesucristo y el orden de su santa Iglesia, contradice fundamental y radicalmente el espíritu y aún a la letra de la Constitución Nacional, cuyo artículo 2º manda el gobierno federal sostener el culto Católico, Apostólico, Romano.
Sinceramente, Honorable Cámara de Diputados, ningún hombre que vote una ley de divorcio en nuestro parlamento, podrá afirmar que lo ha hecho con el propósito de interpretar y aplicar conforme a la intención y la letra del texto mismo ese artículo de nuestra constitución; el cual exige ante todo ser expresamente abolido con todos los requisitos constitucionales para dar paso a la sanción de una ley que introduce en nuestro estado político y social la herejía y el cisma que en el siglo XVI separaron de la Iglesia Católica a los pueblos protestantes.
Honorable Cámara de Diputados:
Los Obispos argentinos piden pues encarecidamente a Dios, Padre de todos, luz indeficiente y eterna, quien de Sí mismo ha dicho por ÉL reinan los reyes y los hacedores de la ley decretan las cosas justas, que se complazca en conceder abundantemente a vuestra honorabilidad los dones de su inspiración y su consejo para que no hallen favor en el recinto de las leyes otras tentativas de legislación, sino aquellas que puedan contribuir a la obra de Dios mismo y al amoroso designio con que su excelsa Providencia ha querido constituir al pueblo argentino por dueño de tan extenso, rico y apacible territorio; aquellas tentativas de la legislación que secunden la intención y los patrióticos anhelos de los constituyentes en vez de deformar y depravar la Constitución que ellos legaron; aquellas por fin, que puedan promover honestidad en las costumbres, serenidad en las conciencias, plena confianza en el propio derecho y en la reparación de las injurias individuales por medio de la acción social, tranquilo goce de la vida, el reinado de la justicia, la gloria de Dios en las alturas, la paz en la tierra a los hombres de buena voluntad, que es el fin de la redención del género humano por Nuestro Señor Jesucristo.
Con este motivo nos es grato presentar a vuestra honorabilidad las seguridades de nuestra consideración más distinguida.
Dios guarde vuestra honorabilidad
+ Mariano Antonio, Arzobispo de Buenos Aires-+ Rosendo, Obispo de Paraná-+ Fr. Reginaldo Toro, Obispo de Córdoba,+ Pablo, Obispo de Tucumán-+ Matías, Obispo de Salta-+ Juan Nepomuceno, Obispo de La Plata-+ Juan Agustín, Obispo de Santa Fe-+ Fr. Marcolino, Obispo de Cuyo
 

